FUNDAMENTOS

Como consecuencia de la Acordada de la Suprema Corte de Justicia de esta Provincia, Ac. 83.909 - "V., H. ‑representante del C. de E. L. y S.‑. Habeas corpus. Rec. de casación. Rec. extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley", de fecha,  11 de mayo de   2005, en cumplimiento de la sentencia dictada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, los autos “Recurso de hecho deducido por el C. de E. L. y S. en la causa ‘V., H. s/ habeas corpus’”; en la que se resuelve imponer al Señor Gobernador de la Provincia de Buenos Aires, la obligatoriedad del cumplimiento de las Reglas Mínimas para el tratamiento de Reclusos de las Naciones Unidas, recogidas por la ley 24.660 ya que ellas  configuran las pautas fundamentales a las que debe adecuarse toda detención.


Por ello, el más alto Tribunal de la Nación resolvió disponer que precisamente la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, a través de los jueces competentes, haga cesar en el término de sesenta días la detención en comisarías de la Provincia de menores y enfermos como de hacer cesar cualquier agravamiento de las condiciones de detención en general, que importe un trato cruel, inhumano o degradante o cualquier otro susceptible de acarrear responsabilidad internacional al Estado Federal.


Esta situación anómala, no ha sido tratada en forma conveniente por el Ejecutivo Provincial, a lo que se concluye porque:

a) El 26 de abril de 2000, en atención a presentaciones formuladas por la Excelentísima Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de San Isidro y el Colegio de Abogados del mismo departamento judicial dando cuenta de la gravedad de la cuestión suscitada en relación a personas alojadas en Seccionales Policiales de la Provincia, esta Corte ‑en el comienzo de un largo derrotero de requisitorias y exhortaciones a los propios Magistrados y Funcionarios y responsables del Poder Ejecutivo provincial, remitió las actuaciones al señor Gobernador de la Provincia a fin de que adoptara las medidas que estimara corresponder con el objeto de hacer cesar las circunstancias descriptas.


b) Con posterioridad, el día 27 de febrero de 2002, este Tribunal mediante Acuerdo nº 3028, con el objeto de detectar, desbaratar e investigar judicialmente graves violaciones a los derechos humanos, hizo extensiva la obligación de visita a establecimientos carcelarios dispuesta por Acuerdo nº 2061/84, a las unidades policiales, solicitando al mismo tiempo que  el Poder Ejecutivo pusiera en conocimiento de esta Corte las medidas que adoptara en lo atinente al tema en cuestión y las que en lo sucesivo tuviera previsto instrumentar.


c) Ante la ausencia de respuesta al referido requerimiento, mediante Resolución nº 757, de fecha 20 de marzo de 2002 –el mismo día en que se adoptaba la decisión en autos-, se reiteró la indicación, remarcando que el incumplimiento a lo preceptuado por la manda Constitucional Nacional del artículo 18 última parte no puede justificarse aludiendo a dificultades que en materia económica y edilicia se padecen.


d) No obstante la contestación remitida con fecha 26 de marzo de 2002 por el señor Subsecretario de Política Penitenciaria y Readaptación Social del Ministerio de Justicia y Seguridad, y ante la persistencia de las condiciones referidas, este cuerpo jurisdiccional emitió, el 20 de noviembre del mismo año, la resolución nº 3512 por la que requirió nuevamente al Poder Ejecutivo un informe detallado sobre las medidas dispuestas, su estado de ejecución y tiempo estimado de concreción, solicitándole también informe sobre el resultado de las iniciativas y convenios que sobre la materia se hubieren celebrado, referidos en su oportunidad en la respuesta emitida por el mencionado funcionario.


e) Ante la formulación de nuevas actuaciones que exponían categóricamente un inusitado agravamiento en las condiciones de detención a que eran sometidas las personas privadas de su libertad en la Provincia de Buenos Aires, por resolución nº 161, del 19 de febrero de 2003 se volvió a exhortar al Poder Ejecutivo a fin de que brinde urgente respuesta.


Frente a tal circunstancia, en abril de ese año el entonces Ministro de Justicia de la Provincia, puso en conocimiento de esta Corte las obras que en materia edilicia se habían realizado y el proyecto de creación de nuevos módulos que a futuro se efectuarían y que brindarían mayores cupos, lo que -sin embargo- no adquirió la entidad suficiente como para revertir la descripta situación.


f) El agravamiento y persistencia de las condiciones de detención, constatadas y denunciadas por los Magistrados y Funcionarios judiciales, impusieron el dictado de la resolución nº 1715, de fecha 4 de julio de 2003, mediante la cual se invitó al Ministro de Justicia y al Secretario de Derechos Humanos a que concurrieran al Acuerdo de Ministros a celebrarse el día 16 de ese mismo mes y año, oportunidad en la que los mismos presentaron informes, a los que siguieron otros enviados por diferentes autoridades del Poder Ejecutivo.


g) El 3 de diciembre de 2003, ante ciertos déficit detectados, nuevamente se puso en conocimiento del Poder Ejecutivo tales circunstancias, insistiendo este Tribunal en la impostergable necesidad de que se adopten los recaudos pertinentes que permitan terminar con las mismas.


h) Sin perjuicio que –como ya se dijo- las cuestiones referidas a conservación de inmuebles, espacios físicos, cupos carcelarios, falta de alimentos, medicamentos y atención médica, han motivado la permanente preocupación de esta Corte por la vía de Superintendencia, efectuando los pertinentes reclamos ya referidos, a su vez los diversos organismos jurisdiccionales en sus distintas instancias han formulado múltiples denuncias de torturas, tratos crueles e inhumanos y apremios ilegales, las cuales continúan con el trámite jurisdiccional pertinente.


i) Esta Suprema Corte de Justicia, a más de lo reseñado y sin perjuicio de lo instrumentado en el ámbito de la Procuración General, ha creado un registro informático en el que obran todos y cada uno de los hechos disvaliosos que los Magistrados y Funcionarios judiciales han detectado, y que oportunamente fueron puestos en conocimiento del Poder Ejecutivo provincial para su subsanación, sin perjuicio de las investigaciones judiciales pertinentes que se llevan a cabo a través del Ministerio Público provincial.


j) Recientemente, el 27 de abril de 2005, mediante resolución de esta Corte registrada bajo el nº 805, atendiendo a la necesidad de ejercer un adecuado control sobre los hábeas corpus relacionados con el agravamiento de las condiciones de detención, se dispuso la realización de un pormenorizado análisis del tratamiento brindado a dichos procesos a través de la Secretaría de Control Judicial de este Tribunal.


Según de la propia Acordada:

“V- Que, en definitiva, los Acuerdos y Resoluciones referenciados, las denuncias incoadas por los Magistrados y Funcionarios que constataron las irregularidades expuestas, los reiterados requerimientos formalizados al Poder administrador y la multiplicidad de actuaciones y denuncias ejecutadas por el Presidente del Tribunal de Casación de la Provincia en el marco de las atribuciones que le son propias, ponen de manifiesto palmariamente la permanente preocupación y ocupación del Poder Judicial de la Provincia en la subsanación de un tema que afecta las más elementales garantías constitucionales.”

Precipitado por los sucesos ocurridos en la Unidad del Servicio Penitenciario Bonaerense de Magdalena, la cual cobrara la vida de una treintena de detenidos, a raíz de un incendio que se originara en uno de sus pabellones, el señor Gobernador , promulga el Decreto 3398/05, de fecha , 29 de diciembre 2005, originado en el expediente Nº 21211-151082/05,  por intermedio del cual tramita la aprobación y adjudicación de la Contratación Directa Nº 1/05, tendiente a la adquisición de Colchones y Almohadas, destinada a las distintas Unidades Penitenciarias, dependientes del Servicio Penitenciario Bonaerense.

Mediante Decreto Nº 2880 de fecha 28 de noviembre de 2005, se aprobó el Pliego de Bases y Condiciones –Cláusulas Generales y Particulares- y las Especificaciones Técnicas Generales y se autorizó a la Subsecretaría de Coordinación Técnica Administrativa a realizar el llamado a Contratación Directa  con el fin de adquirir lo citado.

 Se habría realizado informe técnico la Dirección General de Seguridad Siniestral del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, quien detalla todas las pruebas realizadas sobre las muestras presentadas por todas las empresas participantes,  artículo 42º  (T:O. del Decreto nº 3.300/72, conforme la Resolución nº 952/04, del Contador General de la Provincia ) del Reglamento de contrataciones vigente y al requerimiento formulado por la Dirección General de Contabilidad, Finanzas y Contrataciones, apoyadas por la dirección General de Seguridad del Servicio Penitenciario Bonaerense, que emite manifestación considerando que todas las ofertas se ajustan técnicamente a lo solicitado y que los precios expuestos son los actuales en plaza.
A este bloque, ha llegado la inquietud por parte de familiares de detenidos alojados en el Servicio Penitenciario Bonaerense, de la baja calidad de los colchones adquiridos y que se encuentran en uso, no reuniendo, los elementos mencionados, un mínimo de confort, sumado a que ya se encuentran casi obsoletos, es que temen la posibilidad de la nueva provisión de material sin los requisitos mínimos de seguridad, podría ocasionar acontecimientos lamentables, como el de Magdalena, sumado al descontento general reinante en la población carcelaria de la Provincia.

Es por ello, que solicitamos ser acompañados en el siguiente Proyecto.

PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES
La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires:

RESUELVE
Solicitar al Poder Ejecutivo, que por donde corresponda, informe a la brevedad, y en forma escrita sobre los siguientes puntos en relación a los colchones ignífugos existentes en las unidades del Servicio Penitenciario de esta Provincia:

1º)  informe si se ha suministrado colchones y almohadas ignífugas, a la totalidad de los detenidos alojados en:
a) Unidades del Servicio Penitenciario Bonaerense

b) Dependencias de la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

c) Dependencias  donde se alojen menores de edad, tanto por causas criminales como asistenciales.

3º) Si existe suficiente cantidad de los citados elementos, como para proceder a su reemplazo en caso de deterioro.

4º) Cual es el estado actual de conservación y funcionalidad, tanto de los colchones, como de almohadas ignífugas adquiridos, utilizados por los detenidos.
5º) Si se han recepcionado observaciones por parte de Autoridades Judiciales, Organismos de Derechos Humanos, familiares de los detenidos y de estos últimos, respecto de inconvenientes que les ocasiona la baja calidad del material indicado.

